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Exp. 16/2018-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 16/2018.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: JUNTA DIRECTIVA DE LA DIRECCION DE PENSIONES DEL ESTADO Y DIRECTOR GENERAL DE LA DIRECCION DE PENSIONES DEL ESTADO Y SECRETARIO EJECUTOR DE LA JUNTA DIRECTIVA DE LA DIRECCION DE PENSIONES DEL ESTADO.


	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P.,  diecinueve de julio del dos mil dieciocho. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 16/2018, promovido por la C. **********, contra actos de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado y Director General de la Dirección de Pensiones del Estado y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, y
R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el nueve de enero del presente año, la C. ********** promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo señalando como autoridades demandadas a la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado y Director General de la Dirección de Pensiones del Estado y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, y como acto impugnado el que a continuación se precisa:

“Reclamo la NEGATIVA E INCONSCIENTE RESOLUCION DICTADA EN SESION ordinaria del 28 de septiembre de 2017 por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado y ejecutada por el Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, el C.P. **********, en contestación a la solicitud presentada por la suscrita, por el otorgamiento de pensión de viudez, derivada del lamentable fallecimiento de mi esposo EL C. **********, presentada el día 03 de agosto del 2017.”  

Respecto de dicho acto el demandante refiere que tuvo conocimiento del mismo el 08 de noviembre de 2017.
II.-  Por auto de fecha doce de enero del año en curso, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, emplazándolas para que dentro del término de diez días manifestaran lo que a sus derechos convinieran, apercibidas que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se les tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. Así mismo, se le tuvo a la parte actora por ofreciendo las documentales a que se refiere en su demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la admisión de la contestación.
III.- Mediante proveído de fecha seis de febrero del año actual, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda, por lo que se ordenó dar vista a la parte actora, para los efectos a que se refiere el artículo 100 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por el segundo párrafo de los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de las partes las siguientes:
A la parte actora se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las siguientes: La original de declaración de designación de deudos otorgado por **********, en la Dirección de Pensiones del Estado, expedida el día 16 de diciembre de 2016; el original pliego testamentario otorgado por **********, ante la Dirección de Pensiones del Estado, expedido el día 16 de diciembre de 2016; copia simple del oficio número ********** emitida por la Dirección de Pensiones del Estado, donde acuerdan otorgar la pensión por jubilación al C. **********, documento de fecha 31 de enero  del 2017; copia simple de la credencial del C. **********, donde acredita que era trabajador de Gobierno de Estado de San Luis Potosí; tres recibos de nómina del C. **********, dos de ellos de los periodos Mayo 2017 y el restante Junio 2017; acta certificada de defunción número ********** del C. **********, emitida por la oficialía 5° del Registro Civil en esta Ciudad; copia simple del documento que señala la actora se le entregó en Dirección de Pensiones del Estado, para efectos de recabar documentos solicitados por esta dependencia para la tramitación de pensión por viudez, los cuales se encuentran en posesión de la mencionada dependencia; acuse de recibo de documentos para solicitud de pensión por viudez con un sello estampado de fecha 03 de agosto de 2017 por la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí; copia simple de comprobante de dependencia económica emitida por la dependencia DIF del Municipio de Matehuala; original de la resolución fecha 27 de octubre del 2017, bajo el oficio número **********; la presuncional legal y humana y la instrumental de actuaciones.
A las autoridades demandadas se les tuvieron por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas: El original del oficio ********** de fecha 27 de octubre del 2017 y que contiene el acuerdo tomado por la H. Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado en su sesión ordinaria del 28 de septiembre del 2017 y mediante el cual se le notifica a la parte actora que resultó improcedente la solicitud de transmisión de pensión por viudez como cónyuge supérstite del C. **********; la solicitud presentada por la C. ********** ante la Dirección de Pensiones del Estado con fecha 03 de Agosto del 2017, mediante la cual solicita la pensión por viudez, en su carácter de cónyuge supérstite del C. **********, documental con la que se acreditan todos y cada uno de los hechos expuestos en el escrito de contestación a la demanda y ya que obra en autos, en especial que la actora no acreditó en su solicitud ante la Dirección de Pensiones del Estado encontrarse en los extremos que prevé el articulo 81 le la Ley de Pensiones Vigente.

       Para el caso de que las pruebas documentales detalladas en los puntos 2.2.1. y 2.2.2., fueran objetadas por la parte actora, se le tuvo por ofrecida a las autoridades demandadas, como medida de perfeccionamiento, la ratificación del contenido y firma a cargo de C.P ********** y **********, respectivamente; la instrumental de actuaciones y la presuncional legal y humana.
           Por último, se señalaron las diez horas del veintiocho de febrero del dos mil dieciocho, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

IV.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, con la asistencia de la autorizada de la parte actora Licenciada **********, así como la diversa Apoderada Legal y Delegada de la Dirección de Pensiones del Estado Licenciada **********. Acto continuo el Secretario de Acuerdos dio cuenta con un escrito original firmado por el actor, por el cual contesta la vista que se le dio por auto de seis de febrero del presente año. Enseguida el Secretario de Acuerdos da lectura al escrito inicial de demanda, a los de contestación, asimismo hace relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. Se hizo constar que no se desechó ninguna prueba. Se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes ofrecidas en tiempo, dada su propia naturaleza y se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. Acto continuo en periodo de alegatos, se dio cuenta de los que por escrito formuló la parte actora y se certificó que no se formularon estos por las autoridades demandadas; se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En el caso, el interés jurídico del actor se encuentra plenamente acreditado con la documental en donde consta el acto impugnado, misma que obra en las fojas 37 y 39 del expediente en que se actúa; documental pública de cuyo contenido se desprende que aparece como destinataria la ahora actora y que mediante la misma se determinó como no procedente el otorgamiento de la pensión por viudez en favor de la actora.  

Por su parte, los CC. ********** y ********** justificaron su calidad de Director General, y de apoderadas de la Dirección de Pensiones del Estado, con las documentales que acompañaron al escrito de contestación de demanda, consistentes en copia certificada del nombramiento del primero, y  en copia certificada del instrumento **********, del protocolo de la Notaría Pública número ********** del Primer Distrito judicial del Estado,  que contiene el Poder General para pleitos y cobranzas otorgado a las CC. ********** y **********, por el Director General de la Dirección de Pensiones del Estado y Presidente de la Junta Directiva de la citada Dirección; documentales visibles de la foja 63 y 67 a la 73  del expediente en que se actúa.

A las referidas documentales públicas se les confiere pleno valor probatorio, con apoyo legal en el artículo artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado, que la parte actora hace consistir en:

“la NEGATIVA E INCONSCIENTE RESOLUCION DICTADA EN SESION ordinaria del 28 de septiembre de 2017 por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado y ejecutada por el Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, el C.P. **********, en contestación a la solicitud presentada por la suscrita, por el otorgamiento de pensión de viudez, derivada del lamentable fallecimiento de mi esposo EL C. **********, presentada el día 03 de agosto del 2017.”
En relación a la pretensión de la Actora que es la nulidad de dicho acto. 
CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, prevista por los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, habida cuenta que, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose de resolver sobre el fondo de la controversia.
En ese tenor esta Sala unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia  y no advirtió que en la especie se  actualice alguna causal, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda se localizan a fojas 06 a la 23 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “
SEXTO.- Previo al análisis de los conceptos de impugnación, se precisa que por cuestión de método jurídico, el análisis de los conceptos de impugnación se realizará en conjunto de los que guarden relación entre sí, sin que esta metodología cause lesión a la parte accionante, dado que es de explorado derecho y verdad sabida, que no es la forma como los agravios se estudian lo que puede originar una lesión, sino que lo importante es que todos sean examinados. Avala lo anterior, la jurisprudencia del tenor siguiente:
“Época: Novena Época, Registro: 167961, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIX, Febrero de 2009, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o.C. J/304, Página: 1677 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.

El artículo 79 de la Ley de Amparo previene que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Tribunales Colegiados de Circuito y los Juzgados de Distrito pueden realizar el examen conjunto de los conceptos de violación o agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero no impone la obligación al juzgador de garantías de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente en su escrito de inconformidad, sino que la única condición que establece el referido precepto es que se analicen todos los puntos materia de debate, lo cual puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO…”
Precisado lo anterior, esta Sala Unitaria procede al estudio de los conceptos de impugnación planteados por la parte actora en su demanda, lo que por cuestión de método jurídico se realizara en apartados identificados con números arábigos y en negrilla.
1. En el PRIMER CONCEPTO DE IMPUGNACION, el actor aduce que se viola en su perjuicio el derecho de seguridad social al causar un desequilibrio económico y Social el cual provoca la pérdida de Ingresos para poder solventar los gastos más necesarios para la vida humana y sin poder lograr tener una calidad de vida digna y posibilidades de subsistencia, ello bajo las consideraciones en las que medularmente refiere lo siguiente.

Violación al artículo 1 y 4 Constitucionales, referentes al respeto de los derechos humanos para todos los ciudadanos, así como su protección y garantía que de igual manera engloba en el artículo 4 constitucional el derecho a la organización y un sano desarrollo de la familia, sin dejar de lado el derecho a la protección de la salud, los cuales se dejan desprotegidos por la negativa al otorgamiento de la pensión por viudez que solicitó ante la Dirección de Pensiones del Estado, pues al ya no contar más con ese sostén económico que le brindaba su difunto marido, se le deja en un total estado de indefensión para seguir solventando el desarrollo familiar en distintos aspectos y así también al no contar con la pensión solicitada, se niega seguir disfrutando de los servicios de seguridad social que me asisten por el derecho a la pensión por viudez. 
Continua diciendo que las demandadas propician la violación a su derecho de seguridad social contenido en los artículos  9, 10 y 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y artículos 22 y 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y 9 del Protocolo Adicional en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo San Salvador” al causar un desequilibrio económico y Social el cual provoca la pérdida de Ingresos para poder solventar los gastos más necesarios para la vida humana y así sin poder lograr tener una calidad de vida digna y posibilidades de subsistencia,
Continua diciendo que la autoridad demandada no solo transgrede y deja de reconocer  derechos humanos, sino que menoscaba el derecho ya adquirido que no debería estar sujeto a condición alguna y refiere como precedente que en el amparo en revisión 371/2016, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó la concesión por viudez, estimando las mismas violaciones a derechos humanos, por lo que afirma que en el caso en particular, las condiciones que impone la ley secundaria, no deberían de ser objeto de análisis y contravención a las disposiciones constitucionales y resoluciones dictadas por el Alto Tribunal sobre la base de derechos humanos y concluye señalando que el apartado 123 Constitucional prevé el derecho de las personas trabajadores al acceso a la Seguridad Social, el cual en relación con los tratados internacionales se deben de obtener y mantener tales prestaciones sociales ya sea en efectivo en especie con el fin de obtener protección, en particular la falta de ingresos procedentes del trabajo, debido a enfermedad, invalides, maternidad, vejez o muerte de un familiar.

Al respecto resulta inoperante el agravio que se analiza, como enseguida se explica.

Del argumento que se analiza se advierte que la parte actora se circunscribe a manifestar que con la negativa al otorgamiento de la pensión por viudez que solicitó ante la demandada, se infringió en su perjuicio  el derecho relativo a la seguridad social; a la  organización y sano desarrollo de la familia;  y a la salud, a que se refieren los artículos 1 y 4 constitucionales al causar un desequilibrio económico y social, que provoca la pérdida de ingresos para poder solventar los gastos más necesarios para la vida humana y poder subsistir.
Sin embargo, omitió ahondar, explicar o referir de forma alguna como es que se infringe el derecho relativo a la seguridad social; a la  organización y sano desarrollo de la familia y a la salud, en la medida que no controvierte las consideraciones dadas por la autoridad demandada en el acto impugnado y bajo las cuales le fue negada a la ahora actora el otorgamiento de la pensión solicitada. 

Además de que el derecho humano a la pensión por viudez y la consecuente violación a su derecho de seguridad social, que refiere la parte actora no implica dejar de lado los preceptos legales que rigen el actuar de las autoridades y que determinan los supuestos de procedencia de la pensión,  que fueron citados como fundamento en las consideraciones que hace la demandada en el acto impugnado para sustentar la negativa al otorgamiento de la pensión solicitada, sin que estas  sean controvertidas por la reclamante en el agravio que se analiza.
En efecto, el señalamiento hecho por la demandante no combate las consideraciones que la autoridad demandada realizó en el acto que se impugna, sino que mediante afirmaciones dogmáticas se circunscribe a manifestar que se infringió con ello en su perjuicio  el derecho relativo a la protección de los derechos Humanos; a la  organización y sano desarrollo de la familia; a la salud y al derecho de seguridad social, previstos en los artículos 1
, 4
 de la Constitución Federal, y 9, 10 y 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
;  22 y 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos
 y 9 del Protocolo Adicional en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo San Salvador”
.
Además de lo anterior, se destaca que no se advierte que en el caso se actualice afectación alguna a los derechos del desarrollo familiar y de los menores a que se refiere el artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, máxime que el acto en contra del cual se presentó el juicio de nulidad no tiene relación directa con asuntos que involucren derechos de la infancia, tendientes a asegurar y preservar el bienestar de los menores.
En base a las anteriores consideraciones es que deriva lo  inoperante del primero de los agravios que plantea la parte actora, pues no expresa razonamientos lógico-jurídicos que combatan las consideraciones tomadas por la demandada en el acto administrativo que se impugna, con los cuales ponga de manifiesto ante este tribunal que su actuación haya sido contraria a la ley o a la interpretación jurídica de la misma.
Lo anterior con sustento en el criterio emitido por los Tribunales Colegiados de Circuito, en la Jurisprudencia, cuyos datos de localización, rubro y contenido enseguida se cita. 
No. Registro: 215765, Jurisprudencia, Materia(s): Común, Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 67, Julio de 1993´´, Tesis: II.2o. J/7 siete, Página: 41.

CONCEPTOS DE VIOLACION. SON INOPERANTES SI NO ATACAN LAS CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DEL ACTO RECLAMADO.

Si los conceptos de violación no atacan las consideraciones y fundamentos de la sentencia reclamada, el Tribunal Colegiado no está en condiciones de poder estudiar su constitucionalidad, pues ello equivaldría a suplir la deficiencia de la queja en un caso no permitido por la ley, por imperar el principio de estricto derecho en términos de los artículos 107 fracción II de la Constitución y 76 bis a contrario sensu, de la Ley de Amparo.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO….”
2. En el SEGUNDO CONCEPTO DE IMPUGNACION la actora se duele de que la autoridad demandada se negó a otorgar la pensión por viudez solicitada con base en la legislación secundaria, sin tomar en cuenta el principio pro homine, ello bajo las consideraciones en las que medularmente refiere lo siguiente.
En primer término sostiene violación al principio pro persona y los derechos humanos contenidos en el artículo 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y políticos y al efecto aduce que causa afectación a la actora, la negativa de la autoridad a otorgar la pensión por viudez solicitada, sin tomar en cuenta el principio pro homine, que es importante al ejecutar todas aquellas resoluciones que afecten a los gobernados, ponderando entre el bienestar de la familia y los aspectos que de acuerdo a las legislaciones no se materializan a la realidad dejando por los supuestos de sus resoluciones, en un estado deplorable y desprotegido a las personas, independientemente de su edad, o comprobar su dependencia económica como lo refiere la legislación que rige a la Dirección de Pensiones del Estado.

Sigue diciendo que la autoridad se limitó a dictar una simple legislación secundaria, pasando toda la dicotomía jurídica que cualquier autoridad debe analizar y plasmar en sus resoluciones cuando se ven en juego derechos humanos  fundamentales o constitucionales, dejando de hacer el ejercicio del control de convencionalidad y de constitucionalidad que toda autoridad está obligada.
Sostiene que conforme a las normas relativas a derechos humanos, debe aplicarse una interpretación conforme, favoreciendo en todo momento la protección más amplia de esos derechos en favor de la persona, por lo que todas las autoridades en el amito de su competencia deban velar, proteger, respetar y garantizar los principios de universalidad, indivisibilidad, interdependencia y progresividad, y cita la jurisprudencia de rubro “PRINCIPIO PRO PERSONA. ES UN DERECHO PLASMADO EN LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS QUE REQUIERE SU VINCULACIÓN CON LA VIOLACION DE UN DERECHO HUMANO PARA SU EFECTIVIDAD” y concluye señalando que la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió la contradicción de tesis 296/2011, en la que determinó que los criterios de derechos humanos resultan vinculantes para los jueces nacionales con independencia de que el estado mexicano hay sido parte en el litigio y hace referencia al caso Vélez y Radilla Pacheco para destacar que las resoluciones pronunciadas por  las instancias internacionales deben ser obligatorias para el estado mexicano y para todos los órganos en sus respectivas competencias.
Al respecto resulta infundado e inoperante el agravio que se analiza, como enseguida se explica.

En el agravio que se analiza la parte actora alega fundamentalmente que la autoridad demandada no tomo en cuenta el principio pro homine cuando le negó el otorgamiento de la pensión por viudez que solicitó, y cuyo principio debió de poner en práctica ponderando entre el bienestar de la familia y los aspectos que de acuerdo a las legislaciones no se materialicen a la realidad, pues las personas deben ser tratadas de forma en que se reconozca su dignidad humana, independientemente de su edad, o dependencia económica a comprobar como lo refiere la legislación que rige a la Dirección de Pensiones

Sin embargo dicha afirmación es inoperante, al ser  ambigua dado que no precisa si alguna norma en específico resulta inválida, lo que imposibilita técnicamente a este Tribunal a realizar el análisis en el presente caso, porque las autoridades administrativas no pueden ejercer control difuso; solo las jurisdiccionales bajo los parámetros y argumentos que se han establecido por los Tribunales Federales, como lo ha reiterado la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, incluso en el nuevo modelo de constitucionalidad sobre el estudio de normas generales que contengan derechos humanos, se necesitan requisitos mínimos para el análisis del principio pro persona.

En este contexto, según lo ha interpretado la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales Colegiados de Circuito, tratándose del control que deba ejercerse a petición de parte está supeditado a que se cumplan los requisitos mínimos del planteamiento respectivo, consistentes en que, aunado a que se pida la aplicación del principio pro persona o se impugne su falta de aplicación por la autoridad responsable, se señale también cuál es el derecho humano o fundamental cuya maximización se pretende, se indique la norma cuya aplicación debe preferirse o la interpretación que resulta más favorable hacia el derecho fundamental que se está viendo restringido y se precisen los motivos para preferirlos en lugar de otras normas o interpretaciones posibles.
Lo anterior con apoyo en el criterio emitido por la primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales Colegiados en la tesis y jurisprudencia que enseguida se transcribe respectivamente.

Época: Décima Época, Registro: 2007561, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 11, Octubre de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Común, Tesis: 1a. CCCXXVII/2014 (10a.), Página: 613 

PRINCIPIO PRO PERSONA. REQUISITOS MÍNIMOS PARA QUE SE ATIENDA EL FONDO DE LA SOLICITUD DE SU APLICACIÓN, O LA IMPUGNACIÓN DE SU OMISIÓN POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE.

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos impone a las autoridades el deber de aplicar el principio pro persona como un criterio de interpretación de las normas relativas a derechos humanos, el cual busca maximizar su vigencia y respeto, para optar por la aplicación o interpretación de la norma que los favorezca en mayor medida, o bien, que implique menores restricciones a su ejercicio. Así, como deber, se entiende que dicho principio es aplicable de oficio, cuando el Juez o tribunal considere necesario acudir a este criterio interpretativo para resolver los casos puestos a su consideración, pero también es factible que el quejoso en un juicio de amparo se inconforme con su falta de aplicación, o bien, solicite al órgano jurisdiccional llevar a cabo tal ejercicio interpretativo, y esta petición, para ser atendida de fondo, requiere del cumplimiento de una carga mínima; por lo que, tomando en cuenta la regla de expresar con claridad lo pedido y la causa de pedir, así como los conceptos de violación que causa el acto reclamado, es necesario que la solicitud para aplicar el principio citado o la impugnación de no haberse realizado por la autoridad responsable, dirigida al tribunal de amparo, reúna los siguientes requisitos mínimos: a) pedir la aplicación del principio o impugnar su falta de aplicación por la autoridad responsable; b) señalar cuál es el derecho humano o fundamental cuya maximización se pretende; c) indicar la norma cuya aplicación debe preferirse o la interpretación que resulta más favorable hacia el derecho fundamental; y, d) precisar los motivos para preferirlos en lugar de otras normas o interpretaciones posibles. En ese sentido, con el primer requisito se evita toda duda o incertidumbre sobre lo que se pretende del tribunal; el segundo obedece al objeto del principio pro persona, pues para realizarlo debe conocerse cuál es el derecho humano que se busca maximizar, aunado a que, como el juicio de amparo es un medio de control de constitucionalidad, es necesario que el quejoso indique cuál es la parte del parámetro de control de regularidad constitucional que está siendo afectada; finalmente, el tercero y el cuarto requisitos cumplen la función de esclarecer al tribunal cuál es la disyuntiva de elección entre dos o más normas o interpretaciones, y los motivos para estimar que la propuesta por el quejoso es de mayor protección al derecho fundamental. De ahí que con tales elementos, el órgano jurisdiccional de amparo podrá estar en condiciones de establecer si la aplicación del principio referido, propuesta por el quejoso, es viable o no en el caso particular del conocimiento.

Época: Décima Época, Registro: 2010166, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación,  Libro 23, Octubre de 2015, Tomo IV, Materia(s): Constitucional, Común, Tesis: XVII.1o.P.A. J/9 (10a.), Página: 3723 

PRINCIPIO PRO PERSONA COMO CRITERIO DE INTERPRETACIÓN DE DERECHOS HUMANOS. TEST DE ARGUMENTACIÓN MÍNIMA EXIGIDA POR EL JUEZ O TRIBUNAL DE AMPARO PARA LA EFICACIA DE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS.

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 1a. CCCXXVII/2014 (10a.), de título y subtítulo: "PRINCIPIO PRO PERSONA. REQUISITOS MÍNIMOS PARA QUE SE ATIENDA EL FONDO DE LA SOLICITUD DE SU APLICACIÓN, O LA IMPUGNACIÓN DE SU OMISIÓN POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 3 de octubre de 2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 11, Tomo I, octubre de 2014, página 613, estableció que el principio pro persona como criterio de interpretación de derechos humanos es aplicable de oficio cuando el Juez o tribunal considere necesario acudir a este criterio interpretativo para resolver los casos puestos a su consideración, y que es factible que en un juicio de amparo, el quejoso o recurrente, se inconforme con su falta de atención o bien, solicite al órgano jurisdiccional llevar a cabo ese ejercicio interpretativo, y esta petición, para ser atendida de fondo, requiere del cumplimiento de una carga básica. Luego, ese test de argumentación mínima exigida para la eficacia de los conceptos de violación o agravios es el siguiente: a) Pedir la aplicación del principio relativo o impugnar su falta por la autoridad responsable; b) señalar cuál es el derecho humano o fundamental cuya maximización se pretende; c) indicar la norma cuya aplicación debe preferirse o la interpretación que resulta más favorable hacia el derecho fundamental; y, d) precisar los motivos para preferirlos en lugar de otras normas o interpretaciones posibles. Los anteriores requisitos son necesariamente concurrentes para integrar el concepto de violación o agravio que, en cada caso, debe ser resuelto.”
En ese sentido, y si en el agravio que se analiza el actor no controvierte las consideraciones que sustentan el acto impugnado, no indica la norma cuya aplicación debe preferirse o la interpretación que resulta más favorable hacia el derecho fundamental que alega restringido resulta inoperante el motivo de agravio. Sirve de apoyo a dicha consideración, la jurisprudencia emitida por los Tribunales Colegiado de Circuito, de rubro y texto siguientes:

“Época: Décima Época, Registro: 2010532, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo IV, Materia(s): Común, Tesis: IV.2o.A. J/10 (10a.), Página: 3229 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES EN EL AMPARO DIRECTO. LO SON AQUELLOS QUE, ADEMÁS DE NO CONTROVERTIR EFICAZMENTE LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECLAMADA, SE LIMITAN A INVOCAR LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO PRO PERSONA O DEL NUEVO MODELO DE CONTROL CONSTITUCIONAL, COMO CAUSA DE PEDIR, PERO NO CUMPLEN CON LOS PARÁMETROS MÍNIMOS PARA LA EFICACIA DE ESTA SOLICITUD.

Si bien es cierto que la reforma constitucional en materia de derechos humanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, generó nuevos deberes para las autoridades del Estado Mexicano y, particularmente, para los órganos jurisdiccionales, en el sentido de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, con independencia de su fuente, de conformidad con ciertos principios de optimización interpretativa, entre éstos, el de interpretación más favorable a la persona, y dio lugar a un nuevo modelo de control constitucional y convencional ex officio, también lo es que, según interpretaron la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las tesis aisladas 1a. LXVII/2014 (10a.) y 1a. CCCXXVII/2014 (10a.) y de jurisprudencia 2a./J. 56/2014 (10a.) y 2a./J. 123/2014 (10a.), por una parte, el referido principio no conlleva que los órganos jurisdiccionales dejen de observar en su labor los diversos principios y restricciones previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aplicables a los procedimientos de que conocen y, por otra, el ejercicio de control constitucional o convencional está supeditado, tratándose del oficioso, a que el órgano jurisdiccional advierta la sospecha de disconformidad de la norma aplicable o el acto de autoridad, con los derechos humanos reconocidos y, tratándose del que debe ejercerse a petición de parte, a que se cumplan los requisitos mínimos del planteamiento respectivo, consistentes en que, aunado a que se pida la aplicación del principio pro persona o se impugne su falta de aplicación por la autoridad responsable, se señale también cuál es el derecho humano cuya maximización se pretende, se indique la norma cuya aplicación debe preferirse o la interpretación que resulta más favorable hacia el derecho fundamental restringido y se precisen los motivos para preferirlos en lugar de otras normas o interpretaciones posibles, desde luego, todo esto con incidencia en la estimación de que el acto reclamado es inconstitucional o inconvencional, con lo cual se evita una carga excesiva al ejercicio jurisdiccional y se parte de reconocer que el ordenamiento jurídico nacional y los actos fundados en él gozan de la presunción de constitucionalidad, aun en lo relativo al respeto a los derechos humanos y a las restricciones que constitucionalmente operan en esta materia. Consecuentemente, si en el amparo directo los conceptos de violación, además de no controvertir eficazmente las consideraciones de la sentencia reclamada, se limitan a invocar la aplicación del principio pro persona o del nuevo modelo de control constitucional, como causa de pedir, pero no cumplen con los aludidos parámetros mínimos para la eficacia de esta solicitud, son inoperantes, más aún, ante el imperio de la regla general de estricto derecho, como previsión constitucional encaminada a asegurar, en condiciones ordinarias en el procedimiento de amparo, la imparcialidad del órgano de control y la igualdad de trato hacia las partes, cuando no concurre un motivo que excepcionalmente permita suplir la deficiencia de la queja en los términos establecidos en la Ley de Amparo y tampoco se advierte sospecha de disconformidad constitucional o convencional de una norma aplicada en perjuicio del quejoso; en el entendido de que si lo que se hace valer es la omisión de la responsable de ejercer el control referido, ello no constituye, en sí mismo, una violación pues, en todo caso, el justiciable estuvo en aptitud de efectuar el planteamiento respectivo ante la jurisdicción constitucional, cumpliendo con los parámetros mínimos requeridos, sin que lo hubiese hecho.
Finalmente, en lo tocante a las tesis aisladas y jurisprudencia citadas por la parte actora en su escrito de demanda, debe precisarse que del principio pro homine o pro persona no deriva necesariamente que las cuestiones planteadas por los gobernados deban ser resueltas de manera favorable a sus pretensiones, ni siquiera so pretexto de establecer la interpretación más amplia o extensiva que se aduzca, ya que en modo alguno ese principio puede ser constitutivo de derechos alegados o dar cabida a las interpretaciones más favorables que sean aducidas, cuando tales interpretaciones no encuentran sustento en las reglas de derecho aplicables, ni pueden derivarse de éstas, porque, al final, es conforme a las últimas que deben ser resueltas las controversias correspondientes; de lo que se sigue que la aplicación de dicho principio (pro persona o pro homine), no implica que al ejercer la función jurisdiccional se dejen de observar los principios legales  o las restricciones que prevé la norma.
Lo anterior se sustenta en las jurisprudencias cuyos datos de localización, rubro y texto se transcriben a continuación.

“Época: Décima Época, Registro: 2004748, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXV, Octubre de 2013, Tomo 2, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 104/2013 (10a.) Página: 906 

PRINCIPIO PRO PERSONA. DE ÉSTE NO DERIVA NECESARIAMENTE QUE LOS ARGUMENTOS PLANTEADOS POR LOS GOBERNADOS DEBAN RESOLVERSE CONFORME A SUS PRETENSIONES.

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 107/2012 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, Tomo 2, octubre de 2012, página 799, con el rubro: "PRINCIPIO PRO PERSONA. CRITERIO DE SELECCIÓN DE LA NORMA DE DERECHO FUNDAMENTAL APLICABLE.", reconoció de que por virtud del texto vigente del artículo 1o. constitucional, modificado por el decreto de reforma constitucional en materia de derechos fundamentales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, el ordenamiento jurídico mexicano, en su plano superior, debe entenderse integrado por dos fuentes medulares: a) los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, b) todos aquellos derechos humanos establecidos en tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte. También deriva de la aludida tesis, que los valores, principios y derechos que materializan las normas provenientes de esas dos fuentes, al ser supremas del ordenamiento jurídico mexicano, deben permear en todo el orden jurídico, y obligar a todas las autoridades a su aplicación y, en aquellos casos en que sea procedente, a su interpretación. Sin embargo, del principio pro homine o pro persona no deriva necesariamente que las cuestiones planteadas por los gobernados deban ser resueltas de manera favorable a sus pretensiones, ni siquiera so pretexto de establecer la interpretación más amplia o extensiva que se aduzca, ya que en modo alguno ese principio puede ser constitutivo de "derechos" alegados o dar cabida a las interpretaciones más favorables que sean aducidas, cuando tales interpretaciones no encuentran sustento en las reglas de derecho aplicables, ni pueden derivarse de éstas, porque, al final, es conforme a las últimas que deben ser resueltas las controversias correspondientes…”
“Época: Décima Época, Registro: 2006485, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 6, Mayo de 2014, Tomo II, Materia(s): Constitucional, Tesis: 2a./J. 56/2014 (10a.), Página: 772 

PRINCIPIO DE INTERPRETACIÓN MÁS FAVORABLE A LA PERSONA. SU CUMPLIMIENTO NO IMPLICA QUE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES NACIONALES, AL EJERCER SU FUNCIÓN, DEJEN DE OBSERVAR LOS DIVERSOS PRINCIPIOS Y RESTRICCIONES QUE PREVÉ LA NORMA FUNDAMENTAL.
Si bien la reforma al artículo 1o. de la Constitución Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, implicó el cambio en el sistema jurídico mexicano en relación con los tratados de derechos humanos, así como con la interpretación más favorable a la persona al orden constitucional -principio pro persona o pro homine-, ello no implica que los órganos jurisdiccionales nacionales dejen de ejercer sus atribuciones y facultades de impartir justicia en la forma en que venían desempeñándolas antes de la citada reforma, sino que dicho cambio sólo conlleva a que si en los instrumentos internacionales existe una protección más benéfica para la persona respecto de la institución jurídica analizada, ésta se aplique, sin que tal circunstancia signifique que, al ejercer tal función jurisdiccional, dejen de observarse los diversos principios constitucionales y legales -legalidad, igualdad, seguridad jurídica, debido proceso, acceso efectivo a la justicia, cosa juzgada-, o las restricciones que prevé la norma fundamental, ya que de hacerlo, se provocaría un estado de incertidumbre en los destinatarios de tal función..”
“Época: Décima Época, Registro: 2005477, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III, Materia(s): Constitucional, Tesis: II.3o.P. J/3 (10a.), Página: 2019 

PRINCIPIO PRO HOMINE O PRO PERSONA. SI EN UN CASO CONCRETO NO SE ACTUALIZA LA ANTINOMIA DE DOS NORMAS QUE TUTELAN DERECHOS HUMANOS PARA QUE EL JUZGADOR INTERPRETE CUÁL ES LA QUE RESULTA DE MAYOR BENEFICIO PARA LA PERSONA, AQUÉL NO ES EL IDÓNEO PARA RESOLVERLO.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, al explicar el alcance de este principio, en relación con las restricciones de los derechos humanos, expresó que "entre varias opciones para alcanzar ese objetivo debe escogerse aquella que restrinja en menor escala el derecho protegido". Así, cuando esa regla se manifiesta mediante la preferencia interpretativa extensiva, implica que ante diferentes interpretaciones de un dispositivo legal, debe optarse por aquella que conduzca a una mejor y más amplia protección de los derechos fundamentales, descartando así las que restrinjan o limiten su ejercicio. Bajo este contexto, resulta improcedente que, a la luz del principio pro homine o pro persona, pretendan enfrentarse normas de naturaleza y finalidad distintas, sobre todo, si no tutelan derechos humanos (regulan cuestiones procesales), pues su contenido no conlleva oposición alguna en materia de derechos fundamentales, de modo que el juzgador pudiera interpretar cuál es la que resulta de mayor beneficio para la persona; de ahí que si entre esas dos normas no se actualiza la antinomia sobre dicha materia, el citado principio no es el idóneo para resolver el caso concreto.
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO.”

En cuanto al ejercicio del control de convencionalidad que refiere debió haber ejecutado la autoridad administrativa, dado que están obligadas todas las autoridades; debe señalarse que dicho planteamiento reviste infundado, toda vez que las autoridades administrativas no pueden ejercer control difuso, solamente las jurisdiccionales.
 3. El TERCER CONCEPTO DE IMPUGNACIÓN se analizaran conjuntamente con el QUINTO en su primera parte, en razón de la estrecha relación que guardan entre sí, dado que el actor refiere en primer término que el artículo 81 de la Ley de Pensiones del Estado restringe los derechos constitucionales y de tratados internacionales, relativos a los derechos humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales, y viola sistemáticamente el derecho a la seguridad social  en su concepto más amplio, y en segundo término, aduce que por parte de las autoridades, en ningún momento se hizo un ejercicio de control de constitucionalidad y menos de convencionalidad a ningún tratado internacional en relación con sus derechos humanos violentados; argumentando para ello en sus conceptos de impugnación medularmente lo siguiente:
a) Que los derechos constitucionales  y de tratados internacionales en materia de derechos humanos, económicos sociales y culturales (principio de igualdad, no discriminación y seguridad social) no pueden ser restringidos por disposiciones internas de los Estados como en el caso del artículo 81 de la Ley de Pensiones del Estado, que se viola sistemáticamente el Derecho a la Seguridad Social, pues no puede ser restringido ese derecho a los beneficiarios; que la resolución impugnada viola los derechos humanos invocados, ya que no garantiza el bienestar de los beneficiarios del pensionado fallecido, pues para acceder a la pensión por viudez obliga a acreditar la dependencia económica de su extinto esposo, (en términos de argumentación y de los considerandos en la resolución del amparo en revisión 371/2016)
Aduce que la resolución impugnada transgrede los derechos fundamentales de igualdad, no discriminación y seguridad social, al requerirle de mayores requisitos  y exigencias adicionales para la obtención de la pensión en relación con los derechos humanos ya referidos, además de que prevé limitaciones como  la condición social, las condiciones de género y edad; que en términos de la Corte, la pensión por viudez es un derecho que se va gestando por parte del trabajador con las aportaciones que realiza por su trabajo productivo, con la finalidad de garantizar aunque sea en una parte la subsistencia de los beneficiarios del mismo, después de acaecida su muerte, en los cuales se encuentra el cónyuge o concubino que sobreviva, por ende el derecho a la seguridad social debe ser un derecho respetado y reconocido, pues en per se abarca a sus familiares por lo que no debería restringirse.
Que en el caso se haya similitud de criterios derivados en consideraciones de la Corte, tratándose de evidenciar que mientras existan supuestos de discriminación, desigualdad y seguridad social, en la falta de aplicación de derechos humanos y fundamentales debe existir la inaplicación de las normas que vulneren estos; que la emisora del acto impugnado, dejo de razonar que no es condición suficiente la razón de dar dependencia económica, capacidad o incapacidad laboral, segregando tales principios ya que en una protección de derechos constitucionales debió haber hecho una ponderación, haciendo una distinción entre la norma primordial y la norma secundaria.
b)  También señala que todas las autoridades en el marco con las obligaciones contraídas en el sistema interamericano ya sea tratados pactos o convenciones, deberán velar y aplicar de manera irrestricta los derechos consagrados en estos suscritos en donde el Estado mexicano es parte y no solamente obligación normativa es el respeto de estos, sino las resoluciones de la comisión de derechos humanos, tan es así que ningún momento hizo un ejercicio de control de constitucionalidad y menos convencionalidad a ningún tratado internacional en relación con sus derechos humanos violentados (…) en el caso García Cabrera y Montiel Flores resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el voto particular y razonado del doctor Ferrer MacGregor expresa que todas las autoridades están obligadas a respetar y hace valer tales derechos y hacer un ejercicio de trato constitucional y convencional con independencia si son autoridades administrativas siendo en el caso concreto que la aplicación de la autoridad de la norma incorrecta dejo de observar dicha disposición internacional, además de dejar de aplicar conceptos de preceptos internacionales.

Ahora bien, a juicio de esta Segunda Sala Unitaria, los argumentos que vierte la parte actora resultan inoperantes en razón de las siguientes consideraciones:
La parte actora señala que el artículo 81 de la Ley de Pensiones del Estado restringe derechos Constitucionales y tratados internacionales, lo que se traduce en la manifestación de la inconstitucionalidad de dicha disposición normativa; además de que también aduce la falta de aplicación del ejercicio de un control de convencionalidad y constitucionalidad con base en los argumentos referidos con anterioridad.
Al respecto, es necesario precisar que una declaratoria de inconstitucionalidad de una norma general es exclusiva de los Tribunales del Poder Judicial de la Federación en ejercicio de un control concentrado de constitucionalidad quienes deciden en forma terminal y definitiva si una disposición es contraria o no a la Constitución y a los tratados internacionales sobre derechos humanos de los que el Estado Mexicano sea parte. 

En este sentido, una instancia jurisdiccional ordinaria como lo es este Tribunal de Justicia Administrativa, con la competencia específica establecida en el Artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí 
 y artículos 7 y 8 de su Ley Orgánica publicada en el Periódico Oficial del Estado el 10 de abril de 2017 en vigor; referida a resolver las controversias de carácter administrativo y fiscal que se susciten entre la administración pública estatal o municipal y sus organismos descentralizados, estatales y municipales e intermunicipales y los particulares, dotado de plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos, con competencia en todo el territorio estatal; se constriñe a establecer la legalidad del asunto sometido a su consideración con base en los hechos, argumentaciones jurídicas, pruebas y alegatos propuestos por las partes, dando cumplimiento a los derechos fundamentales de audiencia, legalidad, debido proceso y acceso a la justicia; sin que le sea dable integrar en su litis un tema de inconstitucionalidad.
Ello, sin perjuicio de que este Tribunal pueda ejercer un control difuso de manera oficiosa, sólo si encuentra sustento para ello; es decir, que con motivo del ejercicio de su competencia específica -resolver las controversias de carácter administrativo y fiscal que se susciten entre autoridades y particulares- al aplicar la norma, pueda contrastar, de oficio, entre su contenido y los derechos humanos que reconoce el orden jurídico nacional; considerándose esto último como el ejercicio de una competencia genérica, sin que la reflexión que se realice en su caso, forme parte de la controversia entre la parte actora y autoridad demandada.

Distinción anterior que se sustenta medularmente en el siguiente criterio jurisdiccional:
Época: Décima Época Registro: 2010143 Instancia: Primera Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 23, Octubre de 2015, Tomo II Materia(s): Común Tesis: 1a. CCLXXXIX/2015 (10a.) Página: 1647
CONTROL CONCENTRADO Y DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD. SUS DIFERENCIAS. 

De los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva que el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad respecto de normas generales por vía de acción está depositado exclusivamente en los órganos del Poder Judicial de la Federación, quienes deciden en forma terminal y definitiva, por medio del análisis exhaustivo de los argumentos que los quejosos propongan en su demanda o en los casos en que proceda la suplencia de la queja, si una disposición es contraria o no a la Constitución Federal y a los tratados internacionales sobre derechos humanos de los que el Estado Mexicano sea parte. Por su parte, el control difuso que realizan las demás autoridades del país, en el ámbito de su competencia, se ejerce de manera oficiosa, si y sólo si, encuentran sustento para ello, respaldándose en el imperio del cual están investidas para juzgar conforme a la Constitución. Por tanto, el control ordinario que ejercen estas autoridades en su labor cotidiana, es decir, en su competencia específica, se constriñe a establecer la legalidad del asunto sometido a su consideración con base en los hechos, argumentaciones jurídicas, pruebas y alegatos propuestos por las partes, dando cumplimiento a los derechos fundamentales de audiencia, legalidad, debido proceso y acceso a la justicia. Es aquí donde el juzgador ordinario, al aplicar la norma, puede contrastar, de oficio, entre su contenido y los derechos humanos que reconoce el orden jurídico nacional (esto es, realizar el control difuso) en ejercicio de una competencia genérica, sin que la reflexión que realiza el juez común, forme parte de la disputa entre actor y demandado. En ese sentido, la diferencia toral entre los medios de control concentrado y difuso estriba, esencialmente, en que en el primero es decisión del quejoso que el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley forme parte de la litis, al plantearlo expresamente en su demanda de amparo; mientras que en el segundo, ese tema no integra la litis, que se limita a la materia de legalidad (competencia específica); no obstante, por razón de su función, por decisión propia y prescindiendo de todo argumento de las partes, el juzgador puede desaplicar la norma que a su criterio no sea acorde con la Constitución o con los tratados internacionales en materia de derechos humanos.

Ahora bien, cabe precisar que las autoridades administrativas no cuentan con atribuciones para aplicar el control difuso respecto de las leyes que les corresponde aplicar dentro de sus procedimientos, en la medida que es una facultad primigenia del Poder Judicial de la Federación y de manera difusa posteriormente por las autoridades jurisdiccionales.
Al respecto cobra aplicación el criterio de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y contenido siguiente.

“Época: Décima Época, Registro: 2007573,  Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 11, Octubre de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: 2a. CIV/2014 (10a.), Página: 1097 

CONTROL CONSTITUCIONAL CONCENTRADO O DIFUSO. LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS NO ESTÁN FACULTADAS PARA REALIZARLO.

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, deben cumplir con una serie de obligaciones en materia de derechos humanos. Sin embargo, en términos de la tesis P. LXIX/2011 (9a.) (*), del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las autoridades administrativas no están facultadas para realizar algún tipo de control constitucional, sea concentrado o difuso; es decir, no pueden declarar la invalidez de un determinado precepto e inaplicarlo, ni siquiera bajo el argumento de una reparación de derechos humanos, ya que ello implicaría desatender los requisitos de procedencia señalados por las leyes para interponer un medio de defensa, y que deben cumplirse de manera previa a un pronunciamiento de fondo del asunto. En todo caso, han de interpretar las disposiciones jurídicas en el sentido más favorable a las personas, pero sin que ello llegue a descuidar las facultades y funciones que deben desempeñar en atención a sus ámbitos competenciales. Aceptar lo contrario, generaría incertidumbre jurídica en franca contravención a otros derechos humanos como los de legalidad, debido proceso y seguridad jurídica, previstos en los artículos 14 y 16 constitucionales.

Amparo directo en revisión 1640/2014. Ramón Enrique Luque Félix. 13 de agosto de 2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretarios: Maura Angélica Sanabria Martínez y Everardo Maya Arias.

Nota: (*) La tesis aislada P. LXIX/2011 (9a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, Tomo 1, diciembre de 2011, página 552, con el rubro: "PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS."

Esta tesis se publicó el viernes 03 de octubre de 2014 a las 09:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación.”
Ahora esta Sala Unitaria advierte que la parte actora hace referencia a la desaplicación de la norma general  que cita la autoridad demandada como sustento de su actuación en el acto impugnado -artículo 81 de la Ley de Pensiones del Estado- señalando la existencia de precedentes (amparo en revisión 371/2016, 2063/2009 y 141/2010) que han declarado la inconstitucionalidad del acreditamiento de la dependencia económica respecto del trabajador fallecido y la incapacidad, como requisitos para la procedencia de la pensión, como en el caso lo establece la citada norma general artículo 81 de la Ley de Pensiones del Estado, que dice textualmente lo siguiente.

ARTICULO 81. El cónyuge supérstite de un pensionista sólo percibirá pensión cuando se encuentre en cualquiera de los siguientes supuestos: 
I. Se encuentre incapacitado para trabajar;
 II. Dependa económicamente de la pensión, y 
III. Cuando tenga más de sesenta años de edad.
Sin embargo este órgano jurisdiccional estima que no se cumple con los presupuestos formales y materiales para su procedencia en razón de las siguientes consideraciones:
De acuerdo con las propias declaraciones y constancias que obran en autos, se tiene que con fecha tres de agosto del dos mil diecisiete, la propia parte actora compareció mediante escrito ante el Director de Pensiones, señalando que adjunta los requisitos que le hicieron saber en el módulo de IMSS-pensionados, mismos que precisa en los números del 1 al 9, entre los que refiere el comprobante de dependencia económica (DIF), documental que obra a foja 35 del expediente en el que se actúa, y que motivó la emisión del acto que ahora se impugna en el presente juicio de nulidad. 
En este orden de ideas, del análisis de las constancias y argumentos referidos con anterioridad; es dable desprender que la parte actora consintió el primer acto de aplicación de la norma al haberse hecho sabedor de que entre los requisitos para la procedencia de la pensión solicitada, se encontraba el de acreditamiento de la dependencia económica; sin haber manifestado su inconformidad mediante la interposición del medio de defensa constitucional dentro de los plazos que para tal efecto dispone la Ley de Amparo; esto es que en resoluciones anulatorias por razones de legalidad, pero sustentadas en la declaratoria de inconstitucionalidad decretada en un juicio de amparo directo, no pueden incluirse también, como parte del beneficio del gobernado, los hechos que se hubieran realizado con anterioridad, aun cuando le hayan ocasionado una afectación en su esfera jurídica, pues al haberse realizado en cumplimiento de una norma vigente y de observancia obligatoria, solamente podrían haberse subsanado mediante la protección constitucional obtenida en un juicio de amparo indirecto, toda vez que en el directo no pueden otorgarse más derechos de los que se ventilan en el juicio natural, de ahí que resultan inoperantes los conceptos de violación que hagan valer la inconstitucionalidad de normas con motivo de su aplicación.
De ahí que no sea dable estimar que tenga sustento jurídico el ejercicio de un control difuso respecto de una norma secundaria como lo es la prevista en el artículo 81 de la Ley de Pensiones del Estado, bajo el argumento de que con la solicitud del acreditamiento de la dependencia económica respecto del pensionado fallecido, como requisito para el  otorgamiento de la pensión solicitada, dicha disposición violentó con su aplicación el derecho a la seguridad social; habida cuenta que la parte actora tuvo en su oportunidad la posibilidad de interponer el medio de defensa constitucional dentro de los plazos que para tal efecto dispone la Ley de Amparo.
Por tal motivo, al haberse consentido la norma general correspondiente y no acreditarse su impugnación mediante la acción constitucional en los términos establecidos para su ejercicio, debe concluirse que los argumentos expresados por la parte actora resultan inoperantes.

Las conclusiones expuestas con antelación encuentran sustento por analogía en el siguiente criterio jurisdiccional que si bien es cierto se refiere a la materia fiscal, resulta aplicable por analogía al caso en particular:

Novena Época, Registro: 186364, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVI, Agosto de 2002, 
Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 83/2002 , Página: 240
AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INVOCADOS EN CONTRA DE LA NORMA TRIBUTARIA APLICADA EN LA SENTENCIA RECLAMADA, SI AQUÉLLA FUE CONSENTIDA AL PAGARSE EL IMPUESTO SIN HACER VALER LOS MEDIOS DE DEFENSA PROCEDENTES.

De conformidad con el artículo 166, fracción IV, de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, en el amparo directo puede alegarse la inconstitucionalidad de una ley dentro de los conceptos de violación de la demanda. Ahora bien, dichos argumentos de inconstitucionalidad deben declararse inoperantes en términos de la tesis P. LVIII/99, Tomo X, agosto de 1999, Novena Época, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, página 53, de rubro: "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES EN AMPARO DIRECTO. LO SON SI PLANTEAN LA INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL RESPECTO DE LA CUAL, SI SE TRATARA DE UN JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, SE ACTUALIZARÍA ALGUNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA.", si de las constancias del juicio deriva que el quejoso se auto aplicó la norma combatida y la consintió al pagar el impuesto controvertido sin manifestar su inconformidad mediante la interposición del medio de defensa constitucional dentro de los plazos que para tal efecto dispone la Ley de Amparo, no es jurídico estimar que puede examinarse la constitucionalidad de la ley tributaria a través del juicio de amparo directo, aun cuando en la sentencia definitiva reclamada se hubiera aplicado nuevamente la norma, si resulta evidente que tal resolución no constituye el primer acto de aplicación que trascendió a la esfera jurídica del particular ni tampoco lo fue el acto administrativo que dio lugar al juicio de nulidad; por tal motivo, al consentir la norma tributaria correspondiente y no impugnarla mediante la acción constitucional en los términos establecidos para su ejercicio, debe concluirse que los conceptos de violación que en el amparo directo se formulen, resultan inoperantes.
*El énfasis es añadido.

Con base en lo expuesto, en consideración de esta Segunda Sala Unitaria la inconformidad referida por la parte actora en su escrito inicial de demanda correspondería al ejercicio de un control concentrado de constitucionalidad, mediante la interposición del medio de defensa constitucional dentro de los plazos que para tal efecto dispone la Ley de Amparo, como se ha señalado con antelación; sin que en consecuencia se cumpla con los requisitos formales y materiales para el ejercicio de un control difuso de constitucionalidad por parte de esta instancia jurisdiccional; toda vez que la diferencia toral entre los medios de control concentrado y difuso estriba, esencialmente, en que en el primero el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad de una ley o norma general forma parte de la litis, propio de la demanda de amparo; mientras que en el segundo –control difuso-, ese tema de constitucionalidad no integra la litis, que se limita a la materia de legalidad conforme a su competencia específica.
Para una mejor comprensión de lo expuesto, se transcribe la Tesis de Jurisprudencia en comento:

CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO. SUS PRESUPUESTOS FORMALES Y MATERIALES DE ADMISIBILIDAD Y PROCEDENCIA.

Aun cuando el control difuso de constitucionalidad -connotación que incluye el control de convencionalidad- que ejercen los órganos jurisdiccionales en la modalidad ex officio no está limitado a las manifestaciones o actos de las partes, pues se sustenta en el principio iura novit curia, ello no implica que deba ejercerse siempre, pues existen presupuestos formales y materiales de admisibilidad y procedencia que deben tenerse en cuenta. La ley, la jurisprudencia y la práctica muestran que algunos de esos presupuestos, que de no satisfacerse impedirán su ejercicio, de manera enunciativa son: a) que el juzgador tenga competencia legal para resolver el procedimiento o proceso en el que vaya a contrastar una norma; b) si es a petición de parte, que se proporcionen los elementos mínimos, es decir, debe señalarse con toda claridad cuál es el derecho humano o garantía que se estima infringido, la norma general a contrastar y el agravio que le produce, pues de otra forma, sin soslayar su carácter de conocedor del derecho, el juzgador no está obligado a emprender un estudio expreso oficioso de los derechos humanos o preceptos constitucionales o convencionales que se le transcriban, o que de manera genérica se invoquen como pertenecientes al sistema; c) debe existir aplicación expresa o implícita de la norma, aunque en ciertos casos también puede ejercitarse respecto de normas que, bien sea expresa o implícitamente, deban emplearse para resolver alguna cuestión del procedimiento en el que se actúa; d) la existencia de un perjuicio en quien solicita el control difuso, o bien irrogarlo a cualquiera de las partes cuando se realiza oficiosamente; e) inexistencia de cosa juzgada respecto del tema en el juicio, pues si el órgano jurisdiccional ya realizó el control difuso, estimando que la norma es constitucional, no puede realizarlo nuevamente, máxime si un juzgador superior ya se pronunció sobre el tema; f) inexistencia de jurisprudencia obligatoria sobre la constitucionalidad de la norma que emiten los órganos colegiados del Poder Judicial de la Federación, porque de existir, tal criterio debe respetarse, pues el control concentrado rige al control difuso y, g) inexistencia de criterios vinculantes respecto de la convencionalidad de la norma general, ya que conforme a las tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los emitidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos son vinculantes para los tribunales del Estado Mexicano.

Así como la tesis de rubro: CONTROL CONCENTRADO Y DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD. SUS DIFERENCIAS. 

Época: Décima Época Registro: 2010143, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 23, Octubre de 2015, Tomo II, Materia(s): Común 

Tesis: 1a. CCLXXXIX/2015 (10a.), Página: 1647 

CONTROL CONCENTRADO Y DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD. SUS DIFERENCIAS.

De los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva que el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad respecto de normas generales por vía de acción está depositado exclusivamente en los órganos del Poder Judicial de la Federación, quienes deciden en forma terminal y definitiva, por medio del análisis exhaustivo de los argumentos que los quejosos propongan en su demanda o en los casos en que proceda la suplencia de la queja, si una disposición es contraria o no a la Constitución Federal y a los tratados internacionales sobre derechos humanos de los que el Estado Mexicano sea parte. Por su parte, el control difuso que realizan las demás autoridades del país, en el ámbito de su competencia, se ejerce de manera oficiosa, si y sólo si, encuentran sustento para ello, respaldándose en el imperio del cual están investidas para juzgar conforme a la Constitución. Por tanto, el control ordinario que ejercen estas autoridades en su labor cotidiana, es decir, en su competencia específica, se constriñe a establecer la legalidad del asunto sometido a su consideración con base en los hechos, argumentaciones jurídicas, pruebas y alegatos propuestos por las partes, dando cumplimiento a los derechos fundamentales de audiencia, legalidad, debido proceso y acceso a la justicia. Es aquí donde el juzgador ordinario, al aplicar la norma, puede contrastar, de oficio, entre su contenido y los derechos humanos que reconoce el orden jurídico nacional (esto es, realizar el control difuso) en ejercicio de una competencia genérica, sin que la reflexión que realiza el juez común, forme parte de la disputa entre actor y demandado. En ese sentido, la diferencia toral entre los medios de control concentrado y difuso estriba, esencialmente, en que en el primero es decisión del quejoso que el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley forme parte de la litis, al plantearlo expresamente en su demanda de amparo; mientras que en el segundo, ese tema no integra la litis, que se limita a la materia de legalidad (competencia específica); no obstante, por razón de su función, por decisión propia y prescindiendo de todo argumento de las partes, el juzgador puede desaplicar la norma que a su criterio no sea acorde con la Constitución o con los tratados internacionales en materia de derechos humanos.

Derivado de las anteriores consideraciones es que resulta lo inoperante de los agravios que hace la parte actora en el concepto de impugnación tercero y primera parte del quinto.
4. Respecto al CUARTO CONCEPTO DE IMPUGNACION, se estima que el mismo resulta inoperante dado que en el mismo, la parte actora sólo se concreta a realizar simples afirmaciones de que la demandada violó su derecho a la legalidad y seguridad jurídica prevista en los artículos 14 y 16 constitucionales, y 8 y 9 de la declaración de derechos civiles y políticos y que hizo una aplicación simple de su derecho a la pensión por viudez, como enseguida se explica.
La parte actora señala en el concepto de impugnación que se analiza señala lo siguiente.

 “violación al derecho a la legalidad y seguridad jurídica previstas en los artículos 14 y 16 Constitucional, 8 y 10  de la Declaración de los Derechos Humanos; 14.1 de los Derechos Civiles y Políticos;  8.1, 9 y 25 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos y XXVIII de la Declaración Americana de los Derechos del Hombre, y que la legalidad y seguridad jurídica es parte de los principios del Estado de Derechos bajo la protección de un ordenamiento jurídico y normativo  que imponga los límites y actuaciones de cada autoridad y por ende no debe ser de manera arbitraria o a placer la aplicación de las normas, sino que debe tener una aplicación material de imposición jurídica normativa con respecto al orden y la expresión constitucional traduciendo  en la seguridad y protección del gobernado que las normas son respetadas sin condiciones y dan (..) certeza a los derechos establecidos.  Por ende se encuentran en un ordenamiento jurídico internacional constitucional en leyes federales, locales, secundarias, reglamento y otros, pero no pasando por alto el respeto de los mismos y la aplicación arbitraria de la norma, en ese contexto se alude que la autoridad de la Dirección de Pensiones del Estado paso por alto tal precepto haciendo una aplicación simple de mi derecho a la pensión por viudez dejando se pasar por alto tal concepto de legalidad y seguridad jurídica actuando de manera discrecional son para la aplicación de las normas concretas y fundamentales relativas al conocimiento Federal por viudez e consecuencia causando una afectación de tal acto vulnerando y restringiendo mis derechos humanos.

La Suprema corte de justicia de la nación da voz de la garantía y seguridad jurídica sus alcances del semanario  j (sic) de la fe (sic) junio del 2006 registro 174094, refiere la naturaleza de ese derecho, que puede examinarse con tal resolución combatida…”
De los argumentos expresados en el concepto de impugnación por parte de la actora, puede constatarse que ésta sólo se concreta a realizar simples afirmaciones relativas a la legalidad y seguridad jurídica como parte de los principios del estado de derecho  bajo el ordenamiento jurídico y normativo aplicado por la autoridad, y a que la -Dirección de Pensiones del Estado paso por alto tal precepto haciendo una aplicación simple de mi derecho a la pensión por viudez dejando se pasar por alto tal concepto de legalidad y seguridad- pero con ello realmente no se pone de manifiesto la ilegalidad de la resolución, ni constituyen verdaderos argumentos que expresen razonamientos jurídicos concretos que pongan en evidencia ante este Tribunal, que las consideraciones que sustentan la resolución combatida sean contrarios a la ley o a su interpretación, ya sea porque siendo aplicable determinada disposición legal no se aplicaron, o porque se aplicaron sin ser aplicables o bien, porque no se hizo una correcta interpretación jurídica de la ley o, porque el acto impugnado no se apoyó en principios generales del derecho cuando no hay ley.

Es decir, la parte actora omitió expresar razonamientos lógico-jurídicos que combatan las consideraciones tomadas por la demandada en el acto administrativo que se impugna, con los cuales ponga de manifiesto ante este tribunal que su actuación haya sido contraria a la ley o a la interpretación jurídica de la misma, de ahí lo inoperante del argumento que se analiza.
Lo anterior con sustento en el criterio emitido por los Tribunales Colegiados de Circuito, en la jurisprudencia, cuyos datos de localización, rubro y contenido enseguida se cita. 
No. Registro: 215765, Jurisprudencia, Materia(s): Común, Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 67, Julio de 1993´´, Tesis: II.2o. J/7 siete, Página: 41.

CONCEPTOS DE VIOLACION. SON INOPERANTES SI NO ATACAN LAS CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DEL ACTO RECLAMADO.

Si los conceptos de violación no atacan las consideraciones y fundamentos de la sentencia reclamada, el Tribunal Colegiado no está en condiciones de poder estudiar su constitucionalidad, pues ello equivaldría a suplir la deficiencia de la queja en un caso no permitido por la ley, por imperar el principio de estricto derecho en términos de los artículos 107 fracción II de la Constitución y 76 bis a contrario sensu, de la Ley de Amparo.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO….”
5. Finalmente, en la parte final del QUINTO CONCEPTO DE IMPUGNACION, se advierte que la parte actora refiere la incorrecta fundamentación y motivación que entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de las normas y razonamientos formulados por la autoridad y se duele de una violación al principio de fundamentación y motivación.

En ese sentido, atendiendo a la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, se estima que lo señalado por la parte actora resulta FUNDADO y por ende SUFICIENTE para desvirtuar la presunción de legalidad del acto impugnado, según las consideraciones siguientes.

Primeramente conviene tener en cuenta que se entiende por fundamentación la obligación de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y por la motivación, que deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, esto es, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa.

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248,  Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:
“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero  que  ha  de  expresarse  con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación  entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos  sino  en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y  motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”  
Ahora bien, la parte actora reclama en el presente Juicio la negativa a otorgar la pensión por viudez, que se contiene en la resolución dictada en sesión ordinaria del 28 de septiembre de 2017, por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, la cual obra agregada a fojas 37 a la 39 de autos, antes valorada, y la cual en los apartados TERCERO, CUARTO, QUINTO Y SEXTO, vierte los argumentos que le sirvieron de base para negar el otorgamiento al derecho a la pensión en su carácter de cónyuge supérstite, en los siguientes términos:

“TERCERO: LA H. JUNTA DIRECTIVA DE LA DIRECCIÓN DE PENSIONES DEL ESTADO en su sesión de fecha 31 DE ENERO DEL 2017 le otorgó al C. ********** PENSION POR JUBILACIÓN, por sus 32 años de servicio en el sector TELESECUNDARIA a partir del 01 de ENERO DEL 2017, lo cual quedo contenido el oficio ********** de fecha 31 DE ENERO DE 2017.

CUARTO: Los artículos 69 fracción III, 70, 71, 77 fracción VII y 81 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí disponen:

 ARTICULO 69. Tienen derecho a pensión:
III. Los beneficiarios de los trabajadores que hubieren pasado a ser pensionista por jubilación, por edad avanzada o invalidez;

ARTICULO 70. Las pensiones a que se refiere el artículo anterior únicamente serán otorgadas a los deudos del trabajador en el orden siguiente: 

I. Al cónyuge supérstite, a los hijos o a ambos, si concurren unos y otros; 

II. A falta de cónyuge e hijos, a los ascendientes, y

 III. La concubina o el concubinario tendrán los derechos reservados al cónyuge, si concurren las circunstancias siguientes:

…

ARTICULO 71. Los trabajadores antes y después de ser pensionados, declararán por escrito ante la Dirección, cuál será su voluntad acerca de los deudos enumerados en el artículo 70 de esta Ley, a quienes al fallecer se concederá o se transmitirá la pensión o gozarán de los beneficios que para ello se concede. No obstante este señalamiento, quien tenga derecho de alimentos de acuerdo con la ley civil, gozará de los beneficios de la pensión en la proporción que les corresponda.

ARTICULO 77. El monto de las pensiones a los trabajadores se fijará como sigue:

VIII. Al fallecer un trabajador que haya pasado a ser pensionista por edad y tiempo de servicios, sus beneficiarios, en el orden establecido por esta Ley, continuarán disfrutando la pensión que haya venido percibiendo aquél a la fecha de su fallecimiento;

ARTICULO 81. El cónyuge supérstite de un pensionista sólo percibirá pensión cuando se encuentre en cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Se encuentre incapacitado para trabajar; 

II. Dependa económicamente de la pensión, y 

III. Cuando tenga más de sesenta años de edad.
QUINTO: El Diccionario de la Real Academia Española define la dependencia como:

1. f. Subordinación a un poder.

2. f. Relación de origen o conexión.

3. f. Sección o colectividad subordinada a un poder.

4. f. Oficina pública o privada, dependiente de otra superior.

5. f. En un comercio, conjunto de dependientes.

6. f. Cada habitación o espacio de una casa o edificio.

7. f. Situación de una persona que no puede valerse por si misma.

8. f. Necesidad compulsiva de alguna sustancia, como alcohol, tabaco o drogas, para experimentar sus efectos o calmar el malestar producido por su privación.

9. f. desus. Negocio, encargo, asunto:

SEXTO: La C. ********** no acompaño a su solicitud documento alguno con el cual acredite encontrarse incapacitada para trabajar, hipótesis que prevé la fracción I del artículo 81 de la Ley de la materia.
Tocante a la fracción II del mismo numeral y que se refiere a la dependencia económica, si bien es cierto la solicitante acompaña a su escrito documento expedido por la DIF DE MATEHUALA, sin embargo el mismo se trata de una simple comparecencia en el que la ********** señala que se casó legalmente con el ********** hace aproximadamente 34 años, que procreó con él un hijo de nombre ********** actualmente de 29 años de edad, que su esposo falleció el 2 de julio de 2017 y que dependía económicamente de él, que él era su sostén económico y moral, sin que haya presentado ante dicha dependencia prueba alguna los dichos  que de manera unilateral manifestó, por lo que dicho documentos resulta no ser idóneo para acreditar la dependencia económica.
De acuerdo al DICCIONARIO DE LA REAL ACADEMIA ESPAÑOLA señala que la dependencia se da cuando una persona no puede valerse por sí misma, por consiguiente esa dependencia no se encuentra acreditada en la solicitud que presento la ********** de fecha 03  de agosto del 2017, pues en ningún momento exhibió prueba alguna donde consta que ella no puede valerse por sí misma a fin de conseguir un ingreso remunerado.

Tocante al tercero de elementos que señala el artículo 81 consistente en que el cónyuge supérstite tenga más de sesenta años de edad, obra la copia certificada del acta de nacimiento de la **********, en la que consta que nació el 24 de marzo de 1960, por lo que a la fecha del fallecimiento de su esposo el ********** tenía una edad de 57 años de edad, por lo que es claro que no se encuentra en la hipótesis que plantea dicho numeral.

Por lo que es claro que la solicitante no se encuentra en ninguna de las tres hipótesis a que alude el citado artículo 81 de la Ley de Pensiones, pues no haya constancia de que se encuentre incapacitada para trabajar, dependa o haya dependido económicamente de la pensión del **********, ni tenía más de 60 años de edad al momento del fallecimiento del trabajador pensionado.
SEPTIMO: Por todos y cada uno de los razonamientos vertidos en líneas anteriores esta H. JUNTA DIRECTIVA DE LA DIRECCION DE PENSIONES DEL ESTADO, acuerda por unanimidad que NO ES PROCEDENTE el otorgamiento de la pensión por viudez a favor de la **********.”
Conforme a lo anterior, el acto impugnado consistente en la negativa de la demandada a efecto de otorgar la pensión por viudez a la aquí actora se sustenta en el argumento de que no se ubica en los supuestos legales previstos en el artículo 81 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí.

En ese sentido y considerando que se entiende por fundamentación la obligación de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y por la motivación, que deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, esto es, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa, debe concluirse por lo que al acto materia de impugnación se refiere, éste carece de la debida fundamentación y motivación que se exige en el artículo 16 Constitucional.
Lo anterior es así, toda vez que la autoridad demandada manifiesta como motivación de su negativa, que la actora no se encuentra en ninguno de los supuestos del articulo 81 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, la H. Junta Directiva de la Dirección de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado; porque no acompaño a su solicitud documento alguno con el cual acreditara encontrarse incapacitada para trabajar, cuya hipótesis prevé la fracción I, de dicho numeral; que tampoco acredita la dependencia económica a que se refiere la fracción II, del citado numeral, dado que si bien es cierto la ahora actora exhibió un documento expedido por el DIF de Matehuala, se trata de una simple comparecencia en la que **********, señala que hace aproximadamente 34 años se casó legalmente con **********, con quien procreó un hijo actualmente de veintinueve años, que su esposo falleció el dos de julio de dos mil diecisiete y que ella dependía económicamente de él, quien era su sostén económico y moral, sin que haya presentado ante esa dependencia prueba alguna de los dichos que de manera unilateral manifestó, por lo que dicho documento resulta no ser el idóneo para acreditar la dependencia económica, y por ultimó que respecto a la hipótesis prevista en la fracción III, del mismo numeral, consistente en que el cónyuge tenga más de sesenta años de edad; tampoco se actualiza, debido a que a la fecha del fallecimiento del esposo de la ahora actora, esta tenía 57 años de edad, conforme a la copia certificada de su acta de nacimiento.
Ahora bien, para una mayor comprensión conviene tener en cuenta el artículo 81 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, dispone lo siguiente:

ARTICULO 81. “El cónyuge supérstite de un pensionista sólo percibirá pensión cuando se encuentre en cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Se encuentre incapacitado para trabajar;

II. Dependa económicamente de la pensión, y

III. Cuando tenga más de sesenta años de edad.”

Como puede verse, la fracción II, del numeral citado prevé que el cónyuge supérstite de un pensionista solo percibirá pensión cuando dependa económicamente de la pensión, y en el caso se advierte, que la autoridad demandada señala como motivación para sostener que la parte actora no se encuentra dentro del supuesto previsto en la  fracción II del numeral en cita, lo siguiente.

 “..si bien es cierto la solicitante acompaña a su escrito documento expedido por la DIF DE MATEHUALA, sin embargo el mismo se trata de una simple comparecencia en el que la C. ********** señala que se casó legalmente con el C. ********** hace aproximadamente 34 años, que procreó con él un hijo de nombre ********** actualmente de 29 años de edad, que su esposo falleció el 2 de julio de 2017 y que dependía económicamente de él, que él era su sostén económico y moral, sin que haya presentado ante dicha dependencia prueba alguna los dichos  que de manera unilateral manifestó, por lo que dicho documentos resulta no ser idóneo para acreditar la dependencia económica.”

De lo anterior se advierte que la autoridad refiere como motivación para tener por no acreditado el supuesto previsto en la fracción II, del artículo en cita, que el documento expedido por el jurídico del DIF no es el idóneo para acreditar la dependencia económica a que se refiere la aludida disposición normativa, por tratarse de una simple comparecencia unilateral de la actora, sin que haya presentado ante dicha dependencia, prueba alguna de lo ahí manifestado.
En ese sentido, cabe señalar que la parte actora ofreció como medios de prueba para justificar su acción, entre otros, el listado de los requisitos para transmisión de pensión por viudez, en una hoja que señala la parte actora le fue entregado por la Dirección de Pensiones del Estado, para que recabara la documentación ahí señalada; lo cual fue confirmado por parte de la autoridad al producir su contestación de demanda, quien al dar contestación al punto dos de los hechos de la demanda, señalo como cierto dicho hecho. Al efecto se inserta la imagen digitalizada del citado documento.

[image: image1.emf]
En el contenido de la imagen digitalizada se aprecia que dentro del listado de la documentación que la autoridad demandada, solicito a la ahora actora, se encuentra escrito con letra de molde y tinta azul “comprobante de dependencia económica (DIF)” de ahí que el único requisito que se advierte en relación a la comprobación de la dependencia económica solicitada por parte de la autoridad, fue que el comprobante se expidiera por el DIF, sin señalar en que términos debía expedirse, en su caso el documento de comprobación del “DIF”.  
Así también, la parte actora ofreció como medio de prueba para justificar su acción la copia simple del acta en que consta su comparecencia ante el jurídico del DIF Municipal de Matehuala, S.L.P., documental que obra agregada a foja 36 y cuya imagen se inserta enseguida.

Del contenido del documento inserto en efecto se aprecia que el Jurídico del “DIF” de Matehuala hace constar la comparecencia de la C. **********, ante dicha institución, señalando que hace aproximadamente 34 años se casó legalmente con **********, con quien procreó un hijo actualmente de veintinueve años, que su esposo falleció el dos de julio de dos mil diecisiete y que ella dependía económicamente de él, quien era su sostén económico y moral.
Sin embargo, se estima que la motivación que hace la autoridad demandada para sostener que el referido documento no es idóneo para acreditar la hipótesis prevista en la fracción II, del artículo 81 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, relativa a la dependencia económica,  es incorrecta dado que si bien es cierto, en dicho documento se contiene la manifestación unilateral de la ahora actora, ante el Asesor Jurídico del DIF en Matehuala, S.L.P., también lo es que, la autoridad demandada al solicitarle los requisitos no estableció bajo que términos debía ser expedido el documento que solicitaba del DIF, sino que únicamente se concretó a establecer “comprobante de dependencia económica (DIF)”.
Corolario con lo anterior, se advierte que además de la documental consistente en el documento expedido por el DIF,  la parte actora, también ofreció como medios de prueba para probar su acción, el documento original de la designación de deudos  y pliego testamentario;  documentales a las que se les concede valor probatorio pleno en términos de lo establecido en el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y con las cuales acredita  el vínculo  matrimonial  con  el  pensionista; de ahí que  existen elementos de prueba de los que se desprende indiciariamente el requisito relativo a la dependencia económica de la ahora actora respecto de **********, máxime que de los medios probatorios que integran el sumario no se advierte que la demandada haya acreditado que la actora tenga un ingreso fijo. 
Por otra parte, de conformidad con lo previsto en los artículos 174 y 175 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; las manifestaciones, informes o declaraciones rendidas por los interesados a la autoridad competente, se presumirán ciertas salvo prueba en contrario, quedando sujetas al control y verificación de la autoridad. Al efecto se transcribe el contenido de las citadas disposiciones normativas.
ARTÍCULO 174. Las disposiciones de este Título se aplicarán a los actos que desarrollen las dependencias y entidades ante los particulares, cuando los actos jurídicos que inicien, integren o concluyan el procedimiento administrativo produzcan efectos en su esfera jurídica. 

ARTÍCULO 175. La actuación administrativa en el procedimiento se desarrollará con arreglo a los principios de economía, celeridad, eficacia, legalidad, publicidad, audiencia, igualdad y buena fe.

 Las manifestaciones, informes o declaraciones rendidas por los interesados a la autoridad competente, se presumirán ciertas salvo prueba en contrario, quedando sujetas al control y verificación de la autoridad.

 S i los informes o declaraciones proporcionados por el particular resultan falsos, se aplicarán las sanciones administrativas correspondientes, sin perjuicio de la responsabilidad penal que por tal motivo pudiera resultar.
En ese contexto, si bien es cierto, la documental expedida por el Jurídico del  “DIF” de Matehuala, S.L.P., contiene únicamente la manifestación unilateral de la ahora actora en relación a la dependencia económica con respecto al pensionista **********; en términos de lo estatuido en el  artículo 175, segundo párrafo,  del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la carga de la prueba para la verificación de dicha manifestación corresponde a la autoridad, en este caso, las autoridades demandadas, quienes como  ya se dijo, no aportaron elemento probatorio alguno como prueba directa de la no dependencia económica a que se refiere dicho documento; de ahí que lo señalado por las demandadas en el acto impugnado, en el sentido de que “el documento expedido por el DIF contiene únicamente la manifestación unilateral de la actora”,  es insuficiente para desestimar dicho medio de prueba, toda vez que si bien es cierto dicho documento contiene la comparecencia de la actora en la que señala entre otras circunstancias que dependía económicamente de **********, también resulta cierto que la manifestación unilateral hecha por la ahora actora ante la autoridad municipal (DIF) se presume cierta, hasta en tanto no exista prueba en contrario; quedando sujeta en su caso a la verificación de la autoridad, conforme a lo previsto en la disposición normativa antes citada. 
Por tanto, contrario a lo señalado por las autoridades demandadas, en el caso se tiene que la documental exhibida por la actora demuestra indiciariamente la dependencia económica a que se refiere la fracción II, del artículo 81 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, que prevé que el cónyuge supérstite de un pensionista solo percibirá pensión cuando dependa económicamente de la pensión, de ahí que indebidamente fue desestimada por parte de la autoridad; máxime que la demandada fue omisa por completo en demostrar ante este Tribunal, que efectivamente, la actora no depende de la pensión, pues no existe prueba directa de la no dependencia, a efecto de que este Tribunal estuviere en aptitud de analizarlo y efectuar una ponderación, de lo que se sigue que resulta ilegal el acto impugnado.
En atención a lo anterior, a juicio del Magistrado de la Segunda Sala Unitaria se concluye que resulta procedente declarar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto administrativo impugnado, y en consecuencia, la NULIDAD del acuerdo dictado en sesión ordinaria de fecha 28 de septiembre de 2017 y contenido en el oficio número **********, de fecha veintisiete de octubre del dos mil diecisiete, emitido por el Director General de Pensiones del Estado, en su carácter de Secretario Ejecutor de la H. Junta Directiva de la citada Dirección, dirigido a la aquí parte actora, por el cual se niega la pensión por viudez, derivada del fallecimiento de su esposo **********, pensionado por jubilación; bajo el argumento de no encontrarse la C. **********, en ninguno de los supuestos establecidos en el artículo 81 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí; lo anterior en virtud de que la autoridad demandada indebidamente desestimo la documental exhibida por parte de la actora a requerimiento de la misma demandada, para acreditar la hipótesis legal prevista en la fracción II, de la disposición legal invocada, relativa a que el cónyuge supérstite de un pensionista sólo recibirá pensión cuando dependa económicamente de la pensión. Lo anterior de conformidad con lo dispuesto por el artículo 250 fracción IV del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que se ha justificado que la misma fue emitida apreciándose los hechos en forma equivocada. 
En ese tenor a efecto de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente desconocidos, en términos de lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se ordena a las autoridades demandadas emitan una nueva resolución respecto de la petición que da origen al acto de autoridad que aquí se combate, tomando en consideración la documental expedida por el DIF de Matehuala, S.L.P., para acreditar la dependencia económica a que se refiere la fracción II, del artículo 81 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, en términos de los razonamientos expuestos en el presente considerando; lo anterior, sin perjuicio de que para estar en condiciones de emitir una resolución que dé certeza jurídica, pueda realizar todos los actos tendientes a la verificación y comprobación de los hechos afirmados por el solicitante en el citado documento, conforme a lo estatuido en el  artículo 175, segundo párrafo,  del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos 217, 248, 249, 250 fracción IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La **********, probó su acción y en consecuencia se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ y por ende la nulidad del acto impugnado, por las razones y para los efectos expuestos en el apartado número 5, del considerando Sexto de esta resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a las partes.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.-
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”

**********
� Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. 


Párrafo reformado DOF 10-06-2011 


Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 


Párrafo adicionado DOF 10-06-2011 


Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 


Párrafo adicionado DOF 10-06-2011 


Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes. 





Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.





� Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá la organización y el desarrollo de la familia.


…..


 En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.


Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el cumplimiento de estos derechos y principios.


Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la práctica del deporte. Corresponde al Estado su promoción, fomento y estímulo conforme a las leyes en la materia


…


� Artículo 9


Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social, incluso al seguro social.





Artículo 10


Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que:


1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental de la sociedad, la más amplia protección y asistencia posibles, especialmente para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo. El matrimonio debe contraerse con el libre consentimiento de los futuros cónyuges.


2. Se debe conceder especial protección a las madres durante un período de tiempo razonable antes y después del parto. Durante dicho período, a las madres que trabajen se les debe conceder licencia con remuneración o con prestaciones adecuadas de seguridad social.


3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños y adolescentes contra la explotación económica y social. Su empleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley. Los Estados deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales quede prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil.





Artículo 11


1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento. 


2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán, individualmente y mediante la cooperación internacional, las medidas, incluidos los programas concretos, que se necesitan para:


a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos mediante la plena utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación de principios sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de modo que se logren la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas naturales;


b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en relación con las necesidades, teniendo en cuenta los problemas que se plantean tanto a los países que importan productos alimenticios como a los que los exportan.








� Artículo 22. Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.





Artículo 25. 


1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad. 


2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social.








� Artículo 9. Derecho a la seguridad social 


1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. 


2. Cuando se trate de personas que se encuentran trabajando, el derecho a la seguridad social cubrirá al menos la atención médica y el subsidio o jubilación en casos de accidentes de trabajo o de enfermedad profesional y, cuando se trate de mujeres, licencia retribuida por maternidad antes y después del parto.


 





� ARTÍCULO 123.- La justicia administrativa se deposita en el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que conocerá y resolverá las controversias de carácter administrativo y fiscal que se susciten entre la administración pública estatal o municipal y sus organismos descentralizados, estatales y municipales e intermunicipales y los particulares, dotado de plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos, con competencia en todo el territorio estatal. La ley establecerá su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos contra sus resoluciones. 


El Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es el órgano competente para imponer las sanciones a los servidores públicos locales y municipales por las responsabilidades administrativas que la ley determine como graves, y a los particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas graves, así como fincar a los responsables, el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la hacienda pública Estatal o municipal, o al patrimonio de los entes públicos estatales o municipales.





